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1. �INTRODUCCIÓN Y FINALIDAD DE LA GUÍA.  
CONTEXTO: ENVEJECIMIENTO DE LA POBLACIÓN Y VULNERABILIDAD ECONÓMICA

El envejecimiento de la población constituye uno de los principales retos sociales de nuestro tiempo. En Euskadi, el 
aumento de la esperanza de vida y el progresivo incremento del número de personas mayores plantean nuevas res-
ponsabilidades no sólo para las instituciones públicas, sino para el conjunto de la sociedad.

Entre estas responsabilidades destaca la necesidad de reforzar la protección de las personas mayores frente a las 
distintas formas de maltrato que pueden afectar a su bienestar, su dignidad y sus derechos, incluidas aquellas que 
afectan a su patrimonio y a su autonomía económica. Dentro de estas situaciones, el abuso económico o patrimonial 
constituye una realidad que, aunque a menudo permanece oculta, puede generar graves consecuencias personales, 
familiares y sociales.

Las situaciones de abuso económico hacia personas mayores suelen producirse en entornos de confianza o de-
pendencia en los que intervienen familiares, personas cuidadoras u otras personas del entorno cercano y pueden 
manifestarse a través de la manipulación en la toma de decisiones patrimoniales o el aprovechamiento de situacio-
nes de dependencia o vulnerabilidad. Su detección resulta especialmente compleja y requiere la implicación activa 
de los distintos profesionales que, desde sus respectivos ámbitos, interactúan con las personas mayores, por lo que 
el maltrato económico o financiero constituye una forma de violencia frecuentemente invisible y, en muchos casos, 
infradenunciada. 

Las personas mayores constituyen, en muchos casos, un colectivo que puede presentar situaciones de vulnerabilidad 
derivadas de factores como el deterioro cognitivo, dificultades de comprensión de productos complejos, brecha digi-
tal, dependencia funcional o situaciones de aislamiento social. Las entidades financieras y los profesionales del ám-
bito jurídico y social se encuentran en una posición privilegiada para identificar señales de alerta y adoptar medidas 
preventivas que eviten perjuicios patrimoniales graves. Su intervención responsable y coordinada puede contribuir de 
manera decisiva a preservar la autonomía, la seguridad económica y los derechos de las personas mayores.

En este contexto, resulta prioritario promover instrumentos que contribuyan a la prevención, detección temprana y 
adecuada actuación ante posibles situaciones de abuso económico. La presente guía responde a este objetivo y se 
dirige especialmente a profesionales de entidades bancarias, notarías y servicios sociales, que desempeñan un papel 
clave en la protección de las personas mayores, y se enmarca en un compromiso con la promoción de una sociedad 
que respete su dignidad, autonomía y participación. Asimismo, responde a los principios establecidos en los instru-
mentos internacionales de protección de los derechos humanos y en la normativa estatal y autonómica orientada a 
garantizar la protección de las personas en situación de vulnerabilidad.

El documento ofrece orientaciones prácticas para facilitar la actuación profesional ante posibles situaciones de abuso 
económico, incluyendo criterios para la detección de señales de alerta, pautas de actuación ante situaciones sospe-
chosas y referencias a los recursos institucionales disponibles. 

El objetivo último de esta iniciativa es contribuir a reforzar la protección de las personas mayores frente al abuso eco-
nómico, promoviendo al mismo tiempo el respeto a su autonomía y a su capacidad de decisión, si bien puede resultar 
aplicable en otros contextos, cuales son la discapacidad intelectual o la salud mental. La prevención y erradicación 
de cualquier forma de maltrato hacia las personas mayores constituye una responsabilidad compartida que requiere 
la colaboración de las instituciones públicas, los profesionales y el conjunto de la sociedad y obedece al compromiso 
con la construcción de una sociedad más justa, inclusiva y respetuosa con los derechos de todas las personas.
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2. MARCO CONCEPTUAL: EL MALTRATO ECONÓMICO A PERSONAS MAYORES

2.1. DEFINICIÓN Y TIPOLOGÍAS DE ABUSO ECONÓMICO
Partiendo de la definición de la OMS (2021), que considera el maltrato en general como “la acción única o repetida, o 
la falta de la respuesta apropiada, que causa daño o angustia a una persona mayor y que ocurre dentro, de cualquier 
relación donde exista una expectativa de confianza”,   que ha inspirado el protocolo Vasco, podemos concretar que 
el maltrato económico es cualquier acción u omisión mediante la cual una persona, aprovechándose de una situación 
de confianza, dependencia o vulnerabilidad, utiliza de manera indebida los recursos económicos, bienes o derechos 
patrimoniales de una persona mayor, causándole un perjuicio económico.

Esta forma de abuso puede producirse tanto mediante conductas claramente ilícitas, como a través de actuaciones 
aparentemente consentidas, pero que se realizan bajo presión, manipulación o influencia indebida, especialmente 
cuando la persona mayor se encuentra en situación de fragilidad física, cognitiva, emocional o social.

El maltrato económico puede adoptar múltiples manifestaciones. Entre las tipologías más frecuentes se encuentran 
las siguientes:

Uso no autorizado de instrumentos financieros
Se produce cuando terceras personas utilizan cuentas corrientes, tarjetas bancarias, claves de acceso o medios de 
pago de la persona mayor sin su conocimiento o consentimiento, o excediendo las facultades que les hubieran sido 
concedidas. Es la forma más común de abuso en el en+y puede concretarse en las siguientes conductas:

• �Apropiación de Ingresos: Cobro de pensiones, rentas o ayudas públicas por parte de familiares o cuidadores 
sin que el dinero se destine al bienestar o gastos del mayor.

• �Uso No Autorizado de Tarjetas/Claves: Retiros de efectivo en cajeros o compras online utilizando las creden-
ciales del mayor sin su consentimiento expreso o mediante engaño.

• �Desvío de Recursos Básicos: Obligar al mayor a vivir en condiciones de precariedad (falta de calefacción, 
higiene o comida adecuada) para “ahorrar” su capital en beneficio de los herederos.

Presión o manipulación para realizar actos patrimoniales: Influencia Indebida y Coacción (Manipulación de Voluntad)
En algunos casos, la persona mayor es presionada o persuadida para realizar determinadas operaciones económicas, 
como donaciones, transferencias, préstamos o cambios en la titularidad de bienes. Estas decisiones pueden adoptar-
se bajo influencia indebida, manipulación emocional o aprovechamiento de la relación de dependencia. También per-
sona mayor puede firmar documentos de contenido económico o patrimonial sin comprender plenamente su alcance 
o consecuencias.  Estas situaciones pueden resultar especialmente difíciles de identificar cuando las operaciones se 
formalizan aparentemente de forma voluntaria. Destacamos algunas:

• �Modificación Forzada de Testamentos: Presión psicológica o amenazas de abandono para que el mayor altere 
sus últimas voluntades en favor del perpetrador.

• �Cesión de Propiedades en Vida: Obligar al mayor a realizar donaciones de inmuebles o vehículos bajo la pre-
misa de que “ya no los necesita” o como pago por cuidados.

Utilización abusiva de poderes de representación
Los poderes notariales, incluidos los poderes preventivos, constituyen instrumentos legítimos de apoyo en la gestión 
patrimonial. Sin embargo, en algunos casos pueden ser utilizados de forma abusiva por parte de la persona apodera-
da, que actúa en beneficio propio o en contra de los intereses de la persona mayor, como liquidar activos o contraer 
deudas en nombre del mayor sin que éste comprenda el alcance de la operación.

Control indebido o limitación del acceso a los recursos económicos
Otra forma de abuso económico consiste en restringir el acceso de la persona mayor a sus propios recursos económi-
cos, impidiéndole gestionar su dinero o tomar decisiones sobre su patrimonio.
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Este tipo de control puede ejercerse mediante la retención de tarjetas bancarias, la ocultación de información finan-
ciera o la gestión exclusiva de las cuentas por parte de terceros sin la participación real de la persona titular. 

Explotación por Desconocidos (Fraudes y Estafas)
Personas desconocidas realizan conductas que aprovechan la brecha digital y la vulnerabilidad cognitiva de las per-
sonas mayores para quedarse con sus bienes o capitales:

• �Estafas de “Ingeniería Social”: Fraudes telefónicos o digitales (phishing) donde se suplanta a entidades ban-
carias o servicios públicos para obtener claves.

• �Timatología Específica: “Timo del amor” (romance scams) o falsos sorteos, donde se explota la soledad del 
mayor para solicitar transferencias recurrentes.

• �Ventas Domiciliarias Agresivas: Obligar a la firma de contratos de servicios o productos innecesarios median-
te técnicas de venta coercitivas.

Negligencia Económica de cuidadores o personas a cargo de la persona mayor
• �Impago de Obligaciones: El cuidador, teniendo acceso a los fondos del mayor, deja de pagar facturas de luz, 
agua o comunidad, poniendo en riesgo la habitabilidad de la vivienda o provocando desahucios por deudas 
que el mayor cree inexistentes.

Manipulación familiar y abuso de confianza
Este tipo de conductas suele producirse de manera progresiva y poco visible, lo que dificulta su detección temprana 
por parte de las entidades bancarias o de otros profesionales. La persona mayor puede no percibir inicialmente la 
situación como abusiva, o bien evitar denunciarla por motivos afectivos, sentimientos de lealtad familiar o miedo al 
conflicto.

En la mayoría de los casos de explotación financiera, el perpetrador es un familiar directo. Se ha observado que el 
87,5% de los abusos cometidos por familiares o conocidos no se denuncian, frente a solo el 33% cuando el agresor es 
un extraño (Arcierno et al., 2020, como se cita en PMC, 2023).

2.2. EPIDEMIOLOGÍA Y DATOS DE PREVALENCIA
La medición de la prevalencia del maltrato económico presenta desafíos metodológicos debido al elevado subregistro 
de casos. Sin embargo, los estudios más recientes ofrecen una radiografía alarmante:

Prevalencia Global y por Regiones: La Organización Mundial de la Salud (OMS, 2024) estima que 1 de cada 6 perso-
nas mayores de 60 años ha sufrido algún tipo de abuso en el último año. La explotación financiera presenta una tasa 
de prevalencia global estimada del 6,8%, aunque en regiones con menor protección legal esta cifra puede ascender al 
11,7% (Li et al., 2025). Una revisión sistemática y metaanálisis de 94 estudios en 35 países determinó que la prevalencia 
global de la explotación financiera o material es del 11,7% (IC 95%: 8,5–14,9). Este estudio destaca que Sudamérica 
presenta una de las tasas regionales más altas, alcanzando el 42% en algunos contextos analizados.

Situación en España: Datos de la Confederación Estatal de Mayores Activos (CONFEMAC, 2025) indican que las lla-
madas por sospecha de maltrato financiero superan los 650 casos anuales. Investigaciones en atención primaria 
revelan que la sospecha de maltrato alcanza al 11,3% de los pacientes no institucionalizados, siendo el componente 
económico el que presenta mayor crecimiento (Gisbert-Raya et al., 2024). El riesgo fue significativamente mayor en 
mujeres y en personas con alta dependencia. En 2021 investigadores españoles realizaron un estudio multicéntrico en 
pacientes de atención primaria no institucionalizados mayores de 65 años, encontrando una prevalencia de sospecha 
de maltrato del 11,3%. Revisiones sistemáticas en el ámbito familiar español sugieren que la sospecha de maltrato 
(incluyendo el económico) puede alcanzar hasta el 16,8% en ciertas comunidades, aunque la falta de estudios homo-
géneos dificulta una cifra nacional única.

Incidencia a Largo Plazo: Un estudio longitudinal (2021) de 10 años realizado con una muestra de adultos mayores en 
EE. UU. estimó una incidencia acumulada del 8,5% para el abuso financiero. Este estudio identificó que una percepción 
de salud pobre es un factor de riesgo que triplica la probabilidad de sufrir este tipo de maltrato.
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Impacto Económico: En entornos desarrollados, las pérdidas anuales por explotación financiera se estiman en 
28.000 millones de dólares, afectando a 1 de cada 5 adultos mayores (APA, 2022).

2.3. �CONSECUENCIAS DEL MALTRATO ECONÓMICO: IMPACTO BIOPSICOSOCIAL Y COMORBILIDAD
El maltrato económico no solo vacía las cuentas bancarias, sino que también deteriora la salud física y psíquica de 
forma acelerada. Los investigadores han identificado una “espiral de vulnerabilidad” que surge tras la victimización 
financiera.

Consecuencias Psicológicas y Salud Mental
El abuso perpetrado por personas de confianza genera un trauma por traición que se manifiesta en:
• �Depresión y Ansiedad Aguda: Las víctimas de abuso financiero presentan tasas significativamente más altas 
de ideación suicida y trastornos depresivos mayores en comparación con víctimas de otros robos (Burnes et al., 
2021).

• �Sentimientos de Culpa y Vergüenza: La víctima suele culparse por su propia “ingenuidad” o por el comportamien-
to de su familiar, lo que genera un aislamiento social defensivo que dificulta la recuperación.

• �Pérdida de Sentido de Seguridad: El estrés postraumático derivado de la pérdida del patrimonio (que representa 
su seguridad futura) acelera estados de confusión y desamparo aprendido.

Consecuencias Físicas y Comorbilidad
El estrés crónico por la pérdida de recursos impacta directamente en la fisiología del mayor:
• �Aceleración del Deterioro Cognitivo: El cortisol elevado (hormona del estrés) mantenido en el tiempo acelera la 
atrofia del hipocampo, empeorando los cuadros de demencia o deterioro cognitivo leve preexistentes (Han et al., 
2023).

• �Trastornos Psicosomáticos y Cardiovasculares: Existe una correlación directa entre el maltrato financiero y el 
aumento de la presión arterial, eventos cardiovasculares (ictus/infarto) y trastornos del sueño.

• �Fragilidad por Negligencia Inducida: Al ser privados de sus fondos, muchos mayores sufren una “cascada de 
fragilidad” al no poder costear medicación adecuada, prótesis, audífonos o una nutrición de calidad. Esto eleva el 
riesgo de caídas y hospitalizaciones recurrentes (Weissberger et al., 2024).

Incremento de la Mortalidad
• �Estudios longitudinales han demostrado que las personas mayores que sufren explotación financiera tienen un 
riesgo de mortalidad hasta tres veces mayor en los tres años siguientes al abuso, debido tanto al deterioro de la 
salud física como a la falta de recursos para cuidados paliativos o preventivos (Burnes et al., 2021).
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3. �PREVENCIÓN DE LOS MALOS TRATOS: DETECCIÓN DE FACTORES DE RIESGO 
MULTIDIMENSIONALES 

El objetivo de los diferentes Gobiernos, en nuestro caso, el Gobierno Vasco, es la prevención de las situaciones de 
malos tratos económicos o abusos financieros en las personas mayores. Para ello es necesario conocer, y si es posible 
posteriormente incidir, en los factores de riesgo de estas situaciones de daño. Diferentes estudios realizados eviden-
cian cuáles son dichos factores.

3.1. �VULNERABILIDAD NEUROCOGNITIVA DE LA PERSONA MAYOR
La investigación demuestra que el riesgo de explotación no depende exclusivamente de una demencia severa, pues 
también otros declives cognitivos sutiles como los siguientes son predictores críticos:
• �Anosognosia Financiera: Se define como la incapacidad del mayor para reconocer que sus habilidades de gestión 
están disminuyendo. Es el predictor más fuerte de victimización, ya que el individuo sobrestima su control frente 
al riesgo (Boyle et al., 2025).

• �Deterioro de la Red neuronal: Cambios neurobiológicos en la corteza prefrontal medial y la ínsula anterior redu-
cen la capacidad de “sentir peligro” o detectar señales de deshonestidad en terceros (Han et al., 2023).

• �Fragilidad en la numeralidad y Deterioro Cognitivo Leve (DCL): La pérdida de la capacidad para manejar concep-
tos numéricos y porcentajes es un indicador temprano. Personas con DCL tienen una probabilidad 4 veces mayor 
de sufrir EFA (Weissberger et al., 2024).

3.2. �FACTORES DE RIESGO INDIVIDUALES Y BIOGRÁFICOS
• �Aislamiento Social: La falta de estimulación social acelera el declive en la red de supervisión ejecutiva, facilitando 
la manipulación por “influencia indebida”. La falta de una red de apoyo externa permite al agresor ejercer un 
control total sobre el flujo de información y recursos sin testigos.

• �Dependencia Funcional: La necesidad de ayuda para actividades básicas obliga al mayor a ceder claves banca-
rias, contraseñas y documentos legales a terceros (Spreng et al., 2024).

• �Viudedad Reciente: El duelo genera una vulnerabilidad emocional que los perpetradores aprovechan bajo la 
figura del “nuevo amigo” o el familiar “abnegado”.

3.3. �FACTORES SOCIALES DE DISCRIMINACIÓN: EDADISMO Y CAPACITISMO
El maltrato económico no ocurre en un vacío biológico; se sustenta en una estructura social que desvaloriza la 
vejez. Los investigadores han identificado tres factores críticos que perpetúan la explotación financiera:
• �Edadismo (Ageism) y Exclusión Financiera. El edadismo es el conjunto de prejuicios y estereotipos aplicados a las 
personas en función de su edad. En el ámbito económico, esto se traduce en:

- �Infantilización: El trato condescendiente por parte de familiares o empleados bancarios que asumen que 
el mayor no puede comprender conceptos financieros, lo que lleva a la toma de decisiones por “sustitu-
ción” en lugar de “prestar apoyos” a la persona como facilitar la información, analizar con ella los gastos, 
facilitarle acudir a un asesor financiero.

- �Brecha Digital Coercitiva: La digitalización forzosa de los servicios bancarios sin una transición adecuada 
expone al mayor a una dependencia externa de claves y dispositivos, facilitando el acceso no autorizado 
de terceros (OECD, 2023).

• �Discriminación por Discapacidad y Capacitismo. El capacitismo estructural asume que cualquier declive físico 
o sensorial (pérdida de audición, visión o movilidad) conlleva automáticamente una incapacidad mental. Esto 
genera:

- �Invisibilización en la Consulta/Oficina: Los profesionales suelen dirigirse al acompañante en lugar de al 
titular, ignorando la voluntad del mayor y facilitando que el acompañante manipule la información o el 
consentimiento.



MALTRATO ECONÓMICO Y ABUSO FINANCIERO A PERSONAS MAYORES. GUIA PARA LA PREVENCIÓN DETECCIÓN Y RECOMENDACIONES DE ACTUACIÓN10

- �Abuso de la Ley de Dependencia: En el contexto de la CAPV, se ha observado que la percepción de ayudas 
económicas por dependencia es a menudo gestionada por familiares que no destinan esos recursos al 
cuidado directo del mayor, considerándolos un “sueldo familiar” (Gisbert-Raya et al., 2024).

• �El Estigma del “Cuidado como Moneda de Cambio”. Un factor social específico del maltrato financiero es la creen-
cia de que los activos del mayor (especialmente la vivienda y la pensión) pertenecen por derecho a los herederos 
mientras el mayor aún vive. Este “edadismo familiar” justifica la apropiación de fondos bajo la premisa de que es 
un “pago por los cuidados” recibidos, anulando la autonomía del mayor sobre sus propios ahorros.

Basados en los factores de riesgo anteriormente descritos, los indicadores o señales de alerta (red flags) basada en 
la evidencia científica reciente (Boyle et al., 2025; Spreng et al., 2024), nos muestran cuáles son los aspectos que se 
deben de observar y detectar para posteriormente intervenir. Principalmente son los siguientes:

3.4. �SEÑALES DE DECLIVE EN LA CAPACIDAD FINANCIERA
• �Anosognosia Financiera y deudas: El mayor insiste en que maneja sus cuentas perfectamente, a pesar de que 
hay evidencia de facturas sin pagar o cortes de servicios básicos (Boyle et al., 2025).

• �Desorientación Conceptual: Dificultad repentina para entender conceptos básicos como el interés bancario, la 
diferencia entre una tarjeta de crédito y una de débito, o el valor relativo de grandes sumas de dinero.

• �Errores en Tareas de Numeralidad: Incapacidad para realizar cálculos sencillos o firmar documentos de ma-
nera coherente (Wood et al., 2025).

3.5. �COMPORTAMIENTOS PREOCUPANTES EN LA RELACIÓN CON TERCEROS
• �Acompañamiento Coercitivo: La persona mayor acude a la sucursal o consulta siempre acompañada por un 
familiar o “amigo” que no le permite hablar o responde sistemáticamente por ella.

• �Influencia Indebida: Cambios repentinos y drásticos en testamentos, beneficiarios de seguros o poderes 
notariales, especialmente si coinciden con la aparición de una “nueva persona cercana” o cuidadora.

• �Aislamiento Progresivo: El cuidador o familiar impide el acceso telefónico o físico de otros allegados, alegando 
que el mayor “está cansado” o “no quiere ver a nadie”.

3.6. �ANOMALÍAS EN LA ACTIVIDAD ECONÓMICA
• �Patrones de Gasto Inusuales: Retiros de efectivo que no coinciden con el estilo de vida del mayor o transfe-
rencias a cuentas desconocidas (frecuentemente en el extranjero o criptoactivos).

• �Firma Atípica: Cambios en la caligrafía o en la forma de firmar documentos legales y bancarios, lo que puede 
indicar presión física o falsificación.

• �Falta de Insumos Básicos: A pesar de tener ingresos suficientes (pensiones altas), el mayor carece de ropa 
adecuada, medicamentos o alimentos, sugiriendo que sus recursos están siendo desviados.
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4. �EL BUEN TRATO. LA CORRECTA ACOGIDA DE LAS PERSONAS MAYORES COMO CLIENTES 
BANCARIOS ESPECIALMENTE VULNERABLES.

En este contexto, la detección de factores de riesgo de maltrato económico a las personas mayores se da principal-
mente en las entidades bancarias y en los servicios sociales de base. Queremos detenernos en el buen trato a dis-
pensar a las personas mayores vulnerables en el entorno bancario, por considerar que los empleados de banca son 
agentes imprescindibles para una prevención y detección temprana.

La experiencia demuestra que la fase de acogida y atención inicial adquiere una relevancia fundamental. El trato que 
se dispensa al cliente puede contribuir decisivamente tanto a garantizar una adecuada comprensión de las operacio-
nes como a detectar posibles situaciones de vulnerabilidad o de abuso económico.

Por ello, resulta recomendable que los profesionales, en su interacción con personas mayores, utilicen criterios de 
atención reforzada basados en los siguientes principios:

4.1. TRATO RESPETUOSO, CERCANO Y ADAPTADO A LA PERSONA.
La atención debe prestarse con paciencia, utilizando un lenguaje claro, evitando tecnicismos innecesarios y verifi-
cando que la persona comprende la información facilitada. Una acogida adecuada permite generar un clima de con-
fianza que facilita que la persona mayor comunique situaciones problemáticas. Es conveniente favorecer un entorno 
tranquilo que permita al cliente expresar sus dudas o preocupaciones sin sentirse presionado. Se debe garantizar una 
atención presencial adecuada a las personas mayores, evitando barreras tecnológicas que dificulten la gestión de sus 
recursos. 

4.2. Identificación de posibles situaciones de vulnerabilidad.
El personal de la entidad debe mantener una actitud atenta ante indicadores que puedan revelar dificultades de 
comprensión, dependencia de terceros para la gestión de asuntos financieros, o cambios inusuales en los patrones 
de comportamiento financiero del cliente.

4.3. Refuerzo de la transparencia y de la información comprensible.
La explicación de documentos, productos, contratos u operaciones debe realizarse de forma especialmente clara 
cuando se trate de personas mayores, asegurando que la información esencial —riesgos, costes, consecuencias de la 
operación— resulta comprensible.

4.4. Respeto a la autonomía de la persona mayor.
La edad, por sí sola, no implica incapacidad para tomar decisiones. La actuación del personal debe orientarse a facili-
tar la toma de decisiones informadas, evitando actitudes paternalistas, pero prestando atención a posibles influencias 
indebidas de terceros.
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5. �DETECCIÓN DE MALOS TRATOS ECONOMICOS O ABUSO FINANCIERO: INDICADORES Y 
HERRAMIENTAS

Evidentemente, el daño que se produce a las personas mayores por el maltrato económico y el abuso financiero re-
quiere y exige a las autoridades públicas y a todas las organizaciones y agentes implicados poner en marcha procesos 
de prevención, detección e intervención. Ese es el objeto último de esta guía del Gobierno Vasco.

Presentamos a continuación algunas señales de alerta o indicadores que las/los profesionales de notarias, entidades 
bancarias y servicios sociales pueden tener en cuenta en su observación a las personas mayores vulnerables, por 
tener varios factores de riesgo anteriormente mencionados, para la detección de situaciones de daño económico.

5.1. �INDICADORES OPERATIVOS DE POSIBLE ABUSO ECONÓMICO 
Entre los principales indicadores operativos pueden destacarse los siguientes:

• �Cambios inusuales en la operativa bancaria
- �Incremento repentino en la retirada de efectivo, especialmente cuando no corresponde con los hábitos anteriores.
- �Realización de transferencias frecuentes o de importe elevado hacia cuentas de terceros, particularmente si son 
familiares o personas del entorno cercano.

- �Operaciones económicas que resultan incompatibles con la situación económica o las necesidades habituales 
de la persona mayor.

- �Movimientos bancarios reiterados que generan una disminución rápida del patrimonio o de los ahorros acumu-
lados.

• �Intervención dominante de terceros en la relación con la entidad
- �Presencia constante de un familiar o acompañante que responde en lugar de la persona mayor o limita su capa-
cidad de interactuar directamente con el personal de la entidad.

- �Situaciones en las que el tercero muestra prisa o presión para completar determinadas operaciones financieras.
- �Solicitudes de operaciones realizadas exclusivamente por el acompañante, pese a que la persona mayor se 
encuentra presente.

• � Modificaciones relevantes en la titularidad o en los instrumentos de gestión del patrimonio
- �Solicitudes de inclusión repentina de nuevos cotitulares o autorizados en cuentas bancarias.
- �Otorgamiento de poderes de disposición amplios en favor de familiares u otras personas del entorno cercano sin 
una explicación clara o coherente.

- �Cambios recientes en la designación de beneficiarios de productos financieros o seguros que no parecen respon-
der a decisiones previamente manifestadas por la persona mayor.

• �Señales de posible falta de comprensión o consentimiento informado
- �La persona mayor manifiesta confusión respecto de las operaciones que está realizando.
- �Dificultades evidentes para comprender el alcance de determinadas decisiones financieras.
- �Manifestaciones de duda, incomodidad o contradicciones cuando se le pregunta sobre la finalidad de una ope-
ración.

- �Situaciones en las que la persona mayor parece actuar bajo presión o siguiendo instrucciones de terceros.

• �En el ámbito notarial, estos indicios pueden manifestarse durante la preparación o firma de documentos, como 
poderes, donaciones o modificaciones testamentarias.
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5.2. �ESPECIAL RELEVANCIA DE LA GUARDA DE HECHO Y SU RECONOCIMIENTO EN EL ÁMBITO BANCARIO
La guarda de hecho constituye una de las figuras más frecuentes de apoyo en la práctica cotidiana. Se trata de una 
situación en la que una persona —generalmente un familiar o allegado— presta asistencia a otra que necesita apoyo 
para gestionar aspectos de su vida personal o patrimonial y puede implicar diferentes niveles de apoyo en la gestión 
económica de la persona. En el ámbito económico, el guardador puede realizar actuaciones relacionadas con la ges-
tión ordinaria de las necesidades diarias de la persona apoyada, siempre con respeto a su voluntad y preferencias

La legislación vigente reconoce la guarda de hecho como una medida de apoyo informal, natural y prevalente frente a 
medidas judiciales, siempre que sea suficiente y adecuada para atender las necesidades de la persona. 

Su existencia debe ser tenida en cuenta con cautela, especialmente cuando la persona que actúa en nombre del titular 
no dispone de una representación formalmente acreditada. No existe un criterio unánime sobre su acreditación, si 
bien a través de la llamada “declaración responsable” se ha avanzado mucho para cumplir el objetivo del legislador. 

Los protocolos suscritos por la Fiscalía General del Estado y las asociaciones bancarias han desarrollado instrumentos 
interpretativos destinados a facilitar la operativa bancaria en estos supuestos, permitir determinadas actuaciones 
económicas ordinarias y establecer límites a las operaciones de mayor trascendencia patrimonial. 

Concretamente, el protocolo relativo a la guarda de hecho, -actualizado en mayo de 2025-, aclara el límite de la “escasa 
relevancia económica” en que el guardador de hecho no precisa de autorización judicial, desde “un enfoque amplio 
sobre dicho límite ya que, de otra manera, un enfoque restrictivo dejaría un exiguo margen de actuación al guardador, en 
franca contradicción con los principios generales de la reforma”.

De acuerdo con estas orientaciones, el guardador puede realizar determinadas operaciones de gestión cotidiana sin 
necesidad de autorización judicial: — “en términos de buenas prácticas, se puede convenir que el espacio delimitado 
bajo el concepto de “escasa relevancia económica” comprende toda actuación relativa a la atención de los ingresos y 
gastos ordinarios y habituales del guardado, con arreglo a su trayectoria vital. También alcanzaría a la atención de gas-
tos no habituales que deriven de la conservación ordinaria de los elementos precisos para satisfacer sus necesidades 
ordinarias. No presenta dificultades la categorización como tales de los gastos y disposiciones finalistas que respondan 
a cargos habituales en cuenta o contra factura por tratarse de la atención de necesidades básicas de cuidado personal, 
habitación, alimentación, vestido o salud; gastos relativos a la conservación ordinaria de su patrimonio en la parte nece-
saria para asegurar su disponibilidad para sus necesidades de cuidado; pago de suministros y prestaciones de servicios 
vitales; finalmente, otros gastos que, sin ser esenciales para su cuidado, sean acordes con sus deseos y preferencias y 
se hubieran consolidado en su trayectoria anterior siempre que sean acordes a sus medios y posibilidades. En cuanto a 
las disposiciones de efectivo no finalistas –como salvaguarda en consideración a que el guardador de hecho no rendirá 
habitualmente cuenta judicial de su gestión–, se hace imprescindible como buena práctica establecer límites cuantita-
tivos de referencia. A tal efecto, son útiles, como pautas o cuantificaciones orientativas, las que resultan de los índices 
estadísticos oficiales relativos a gasto medio por persona y/u hogar que periódicamente publica el Instituto Nacional de 
Estadística (al vencimiento del primer semestre del año siguiente). El establecimiento de esas referencias no obsta a su 
flexibilización en razón de las circunstancias, medios y necesidades, del caso concreto.”; — mientras que las operacio-
nes de mayor relevancia económica requieren autorización judicial o mecanismos adicionales de control. 

Desde la perspectiva de la prevención, es importante que los profesionales tengan presente que la existencia de un 
vínculo familiar o de confianza no excluye la posibilidad de abuso económico, y que, de hecho, constituye uno de los 
contextos donde este tipo de situaciones se manifiesta con mayor frecuencia.

5.3. ALGUNAS HERRAMIENTAS DE DETECCIÓN DE MALOS TRATOS

• �Procedimiento de prevención y detección de malos tratos a personas mayores en la Comunidad Autónoma 
del País Vasco (2015, actualizado en 2019)

En el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco existe el Procedimiento de prevención y detección de malos 
tratos físicos y económicos a personas mayores, promovido por el Gobierno Vasco, que tiene como finalidad mejorar 
la detección temprana de situaciones de maltrato; establecer criterios comunes de actuación entre profesionales y 
favorecer la coordinación interinstitucional. Dicha herramienta es la primera existente en nuestro medio que se puede 
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utilizar con personas mayores con limitaciones en su capacidad de comprensión y/o decisión (por deterioro cognitivo 
u otras).

La herramienta consta de 2 cuestionarios, el primero de factores de riesgo y el segundo de indicadores y señales de 
alerta de malos tratos. Se recomienda que si existen 2 o más factores de riesgo se oriente a la persona, tras la firma 
del Consentimiento informado que la misma herramienta incluye, a concertar una cita con la trabajadora social de su 
zona para una exploración integral de la situación, pues pueden existir otros daños ( psicológicos, físicos, etc.) además 
de los financieros.

Asimismo, el procedimiento prevé mecanismos de derivación cuando se detectan situaciones de riesgo o indicios de 
maltrato.

Para los profesionales de entidades bancarias, notarías y servicios sociales, este marco institucional resulta especial-
mente relevante, ya que facilita la colaboración con los servicios sociales y las autoridades competentes en aquellos 
casos en los que puedan existir indicios de explotación económica de personas mayores. 

La herramienta puede descargarse en la web del Gobierno Vasco (https://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/
publicaciones_ss/es_publica/adjuntos/personas%20mayores19_web.pdf). Dado su interés, reproducimos a conti-
nuación los 2 cuestionarios sobre prevención y detección de factores de riesgo:

 

CUESTIONARIO 1: FACTORES DE RIESGO DE MALOS TRATOS ECONÓMICOS

FACTORES DE RIESGO QUE PRESENTA LA PERSONA MAYOR SI NO NO SE

Desconocimiento de su situación económica personal y 
preocupación por ello

Deudas cuando se presupone que tiene capacidad económica 
suficiente para afrontar sus gastos

Donaciones y transmisiones de bienes

FACTORES DE RIESGO EN EL ENTORNO DE LA PERSONA MAYOR SI NO NO SE

Dependencia muy alta de los recursos económicos de la 
persona mayor

Antecedentes de conflictividad por cuestiones financieras

Exagerado interés del o la cuidadora por hacerse cargo de la 
persona mayor

OBSERVACIONES: otros riesgos, comentarios respecto a su situación 
económica...

https://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/publicaciones_ss/es_publica/adjuntos/personas mayores19_web.pdf
https://www.euskadi.eus/contenidos/informacion/publicaciones_ss/es_publica/adjuntos/personas mayores19_web.pdf


MALTRATO ECONÓMICO Y ABUSO FINANCIERO A PERSONAS MAYORES. GUIA PARA LA PREVENCIÓN DETECCIÓN Y RECOMENDACIONES DE ACTUACIÓN 15

CUESTIONARIO DE DETECCIÓN DE INDICADORES DE MALOS TRATOS ECONÓMICOS Y VALORACIÓN DE LA GRAVEDAD

INDICADORES GENERALES SI NO NO SE

Deterioro progresivo de la salud sin causa evidente

Falta de condiciones de habitabilidad en la vivienda (inseguridad, suciedad, barreras,...), o de 
otras condiciones o apoyos suficientes para garantizar la cobertura de las necesidades que 
presenta la persona mayor

Miedo, verbalización o quejas de la persona mayor de que no le traten bien, cambio 
de actitud y/o modo de expresión de la persona mayor en presencia de determinadas 
personas o cuidadores

Obstinación terapéutica y uso desproporcionado de tratamientos y cuidados (servicio 
de urgencias; abuso de psicofármacos...)

Abandono en la atención a las necesidades básicas

Abandono de la persona mayor en un servicio socio-sanitario: el hospital, en el servicio social 
de base, en el ambulatorio...

INDICADORES SOCIALES SI NO NO SE

Solicitud de alta de un servicio (residencia, URSS...) o reticencia a la actuación 
profesional en situaciones  de daño o riesgo grave de daño en contra de prescripción 
sanitaria o social o en contra de su voluntad

Restricciones en el uso del espacio de la vivienda y limitaciones en la relación con el 
resto de las personas  con las que convive

Retirada deliberada de las relaciones sociales y confinamiento injustificado

INDICADORES ECONÓMICOS SI NO NO SE

En ausencia de deterioro cognitivo, queja de la persona mayor de que le toquen sus objetos 
personales  sin autorización: desaparición de joyas, etc.

Solicitud de incapacitación legal de la persona mayor sin ningún informe médico o 
psicológico que lo justifique

Facturas no pagadas cuando la persona tiene capacidad económica

No disponer de elementos básicos cuando tiene capacidad económica

Apropiación no autorizada mediante consentimiento viciado de los bienes de la persona 
mayor

Pérdida inexplicable de dinero, cheques, transferencias repentinas a personas ajenas, etc.

Cambios en documentos legales y/o financieros: firmas sospechosas; cambios o recientes 
realizaciones 
de testamentos, transmisión de poderes, donaciones, etc., cuando la persona mayor no es 
capaz de tomar decisiones

Concesiones de avales bancarios contra sus propiedades y bienes sin conocer las 
condiciones y riesgos

OTROS INDICADORES O COMENTARIOS. Es muy importante que usted señale cualquier otra observación que le parezca 
de interés en el caso de la persona mayor que ha estado evaluando: otros indicadores, una explicación de alguno de 
ellos, apreciaciones de la persona mayor que le son características, etc...;  
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• �Protocolo E-FINDEX para personas mayores sin limitaciones importantes en su capacidad de comprensión 
y/o decisión (Elder Financial Exploitation Measure; APA, 2022).

En el caso de personas mayores sin limitaciones en su capacidad comprensiva y de decisión tras completar la herra-
mienta por parte de las/los profesionales se puede ampliar la detección de malos tratos a través de una entrevista 
con la propia persona mayor. 

A continuación, se presenta el modelo de entrevista breve basado en el protocolo E-FINDEX para personas mayores 
sin limitaciones importantes en su capacidad de comprensión y/o decisión (Elder Financial Exploitation Measure) y 
los indicadores de la American Psychological Association (APA, 2022).

El guion de la entrevista a tiene 3 bloques:

Bloque 1: Cribado de Autonomía y Conocimiento (Capacidad Cognitiva)

Objetivo: Detectar si el mayor comprende sus propios movimientos financieros.

“¿Quién se encarga habitualmente de pagar sus facturas o de ir al banco?

- �¿Ha notado alguna dificultad reciente para entender sus extractos bancarios o el saldo de su cuenta?

- �¿Me podría explicar, de forma general, para qué ha servido el último retiro grande de dinero que aparece en 
su cuenta?

Bloque 2: Detección de Presión o Influencia (Factor Social)

Objetivo: Identificar si existe coacción por parte de familiares o cuidadores.

- �¿Se siente usted presionado por alguien de su entorno para realizar compras, préstamos o regalos que no 
desea?

- �¿Hay alguien que tenga acceso a su tarjeta o cartilla sin que usted esté presente?

- �¿Ha firmado recientemente algún documento (como un poder o cambio de testamento) con el que no se sienta 
totalmente cómodo o que no entienda del todo?.

Bloque 3: Indicadores de Bienestar y Recursos (Factor de Resultados)

Objetivo: Confirmar si el dinero del mayor se destina a sus propias necesidades.

- �¿Alguna vez le falta dinero para comprar sus medicinas o alimentos a pesar de recibir su pensión?

- �¿Alguna persona de su familia depende económicamente de usted de una forma que le preocupe o le genere 
estrés?

Ante la detección de indicios de posible manipulación o abuso de confianza, los profesionales deberán actuar con 
prudencia, respeto a la autonomía de la persona mayor y atención a su posible situación de vulnerabilidad, pudiendo 
activar, cuando proceda, los mecanismos de consulta interna, asesoramiento especializado o comunicación a los 
servicios sociales o autoridades competentes.

Ciertamente, el manejo de estos conceptos y la detección de posibles abusos relacionados con los mismos, requieren 
de especial formación y dedicación.
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6. MARCO NORMATIVO Y PROTOCOLOS INSTITUCIONALES RELEVANTES

6.1. NORMATIVA INTERNACIONAL.
En el ámbito internacional, la protección de las personas mayores frente a situaciones de abuso, explotación o trato 
degradante se fundamenta en diversos instrumentos de derechos humanos.

• �Entre ellos destaca la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad (2006), ratificada por España mediante Instrumento de 23 de noviembre de 2007, y en vigor desde el 3 de 
mayo de 2008, por lo que constituye derecho interno español. Esta Convención establece la obligación de los Esta-
dos de adoptar medidas adecuadas para proteger a las personas con discapacidad —entre ellas muchas personas 
mayores— frente a toda forma de abuso, violencia o explotación, incluida la explotación económica. La Convención 
reconoce que las personas con discapacidad —entre las que se incluyen muchas personas mayores con deterioro 
cognitivo o funcional— tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos 
de la vida, y obliga a los Estados a establecer sistemas de apoyo para el ejercicio de dicha capacidad.

Entre sus principios fundamentales destacan: - el respeto a la dignidad, autonomía y libertad para tomar decisiones; 
- el derecho a recibir apoyos para ejercer la capacidad jurídica; y la obligación de establecer salvaguardas eficaces 
para prevenir abusos, conflictos de intereses o influencias indebidas.

La Convención establece que las medidas de apoyo deben respetar la voluntad y preferencias de la persona y estar 
sujetas a controles que eviten situaciones de explotación económica.

Y en concreto el artículo 12.5 establece que “los Estados Partes tomarán todas las medidas que sean pertinentes y 
efectivas para garantizar el derecho de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser 
propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a 
préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que las personas con discapa-
cidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria”.

• �Asimismo, el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra la mujer 
y la violencia doméstica, hecho en Estambul el 11 de mayo de 2011, ratificado por España en 2014, reconoce 
la necesidad de proteger a las personas en situación de vulnerabilidad frente a distintas formas de violencia en el 
ámbito familiar o de confianza.

• �También se reconoce la violencia económica como una forma de violencia doméstica, en la Directiva (UE) 2024/1385 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, sobre la lucha contra la violencia contra las 
mujeres y la violencia doméstica.

• �Y también debe mencionarse la Recomendación CM/Rec (2014)2 adoptada el 19 de febrero de 2014 del Comité 
de Ministros a los Estados miembros sobre la promoción de los derechos humanos de las personas mayo-
res, que subraya la necesidad de prevenir la explotación económica y financiera de las personas mayores.

6.2. NORMATIVA ESTATAL RELEVANTE.

• �Código Civil

La reforma operada por la Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a 
las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica, ha supuesto un cambio profundo en el modelo 
de protección jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad.

Esta norma introduce un sistema basado en el respeto a la voluntad, deseos y preferencias de la persona, sustituyendo 
el antiguo sistema de incapacitación y tutela por un modelo de apoyos inspirado en los principios de la Convención 
de Naciones Unidas, que puede incluir medidas voluntarias como los poderes preventivos o mandatos; la guarda de 
hecho, especialmente frecuente en el entorno familiar; o medidas judiciales, como la curatela asistencial o repre-
sentativa o el defensor judicial, preferentemente para situaciones de conflicto de intereses. Estas figuras tienen una 
especial relevancia para la prevención de abusos patrimoniales.
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El nuevo modelo parte de las siguientes ideas fundamentales: - todas las personas tienen igual capacidad jurídi-
ca; - cuando una persona necesita ayuda para ejercerla, deben proporcionarse medidas de apoyo proporcionales y 
adaptadas a sus necesidades; - las medidas de apoyo deben respetar siempre la voluntad, deseos y preferencias de 
la persona; - las medidas adoptadas deben incorporar salvaguardas para evitar abusos o influencias indebidas.

Esta reforma es especialmente relevante, ya que modifica la forma en que deben interpretarse las actuaciones reali-
zadas por familiares o personas de confianza que prestan apoyo a una persona mayor, con especial relevancia en la 
aplicación de la guarda de hecho.

• �Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. Reconoce expresamente la figura de la 
persona consumidora vulnerable, entendida como aquella que, por sus circunstancias personales, económicas o 
sociales, puede encontrarse en una situación de subordinación o indefensión que dificulte el ejercicio de sus dere-
chos en condiciones de igualdad. (artículo 3).

• �La Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862, en su artículo 17-bis, establece que el notario deberá dar fe de que los 
otorgantes “a su juicio tienen capacidad y legitimación, de que el consentimiento ha sido libremente prestado y de 
que el otorgamiento se adecua a la legalidad y a la voluntad debidamente informada de los otorgantes o intervinien-
tes”, para añadir el artículo 145 del Reglamento Notarial (Decreto de 2 de junio de 1944)  que “el consentimiento ha 
sido libremente prestado y de que el otorgamiento se adecua a la legalidad y a la voluntad debidamente informada 
de los otorgantes e intervinientes”.

De gran utilidad resulta la introducción en artículo 25 de la Ley de Notariado,  por la reforma operada por la Ley 8/2021, 
de 2 de junio que establece: “Para garantizar la accesibilidad de las personas con discapacidad que comparezcan ante 
Notario, estas podrán utilizar los apoyos, instrumentos y ajustes razonables que resulten precisos, incluyendo sistemas 
aumentativos y alternativos, braille, lectura fácil, pictogramas, dispositivos multimedia de fácil acceso, intérpretes, sistemas 
de apoyos a la comunicación oral, lengua de signos, lenguaje dactilológico, sistemas de comunicación táctil y otros dispo-
sitivos que permitan la comunicación, así como cualquier otro que resulte preciso.”

• �Código Penal

El ordenamiento penal tipifica como delitos diversas conductas que pueden constituir formas de maltrato económico 
hacia personas mayores. Entre otras, destacamos: delito de coacciones (artículo 172); supuestos de maltrato habitual 
o violencia en el ámbito familiar (artículo 173.2); abandono o desamparo de personas vulnerables (artículos 226 y 
siguientes); el delito de estafa (artículos 248 y siguientes); el delito de administración desleal (artículo 252); así como 
el delito de apropiación indebida (artículo 253). 

Estas figuras penales pueden resultar especialmente aplicables cuando la explotación económica se produce en 
contextos de confianza, dependencia o relación familiar.

• �Ley 41/2002, básica reguladora de la autonomía del paciente también contribuye indirectamente a la protec-
ción de la autonomía personal, elemento estrechamente vinculado con la capacidad de tomar decisiones libres e 
informadas.

• �La Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales, contempla servicios de atención sociojurídica y psico-
social de las situaciones de maltrato doméstico y agresiones sexuales a mujeres, a personas menores de edad, a 
personas mayores y a personas con discapacidad.
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6.3. NORMATIVA Y POLÍTICAS PÚBLICAS EN EL ÁMBITO FINANCIERO
El sector financiero ha desarrollado en los últimos años diversas iniciativas orientadas a mejorar la protección de las 
personas mayores y de las personas en situación de vulnerabilidad en su relación con las entidades bancarias.

En este contexto debe mencionarse el Protocolo Estratégico para Reforzar el Compromiso Social y Sostenible 
de la Banca, suscrito el 23 de julio de 2021 por las principales asociaciones bancarias contando con el respaldo ins-
titucional del Gobierno y del Banco de España. Este protocolo incorpora medidas destinadas a mejorar la atención a 
las personas mayores, facilitar el acceso a los servicios financieros y reforzar los mecanismos de protección frente a 
fraudes o abusos.

6.4. PROTOCOLOS DE ACTUACIÓN DEL MINISTERIO FISCAL
El Ministerio Fiscal, a través de la Fiscalía General del Estado, ha desarrollado igualmente diversas iniciativas desti-
nadas a reforzar la protección de las personas mayores y de las personas con discapacidad frente a situaciones de 
abuso patrimonial.
En particular, las Fiscalías especializadas en protección de personas con discapacidad y mayores desempeñan un 
papel fundamental en la investigación de posibles abusos patrimoniales así como en la coordinación con servicios 
sociales y entidades financieras.
Asimismo, conviene destacar la existencia de canales institucionales de colaboración entre el Ministerio Fiscal y el 
sector bancario, con la participación del Banco de España, formalizados a través de protocolos de cooperación sus-
critos el 19 de julio de 2023. Dichos instrumentos —entre ellos el Protocolo general de colaboración para la protección 
patrimonial de personas titulares de productos bancarios con discapacidad o en otras situaciones de vulnerabilidad y 
el Documento interpretativo al protocolo marco entre la Fiscalía General del Estado y asociaciones bancarias sobre la 
guarda de hecho en la ley 8/21, actualizado en mayo de 2025— tienen como finalidad articular mecanismos de comu-
nicación y cooperación que faciliten el intercambio de información cuando se detecten indicios de abuso patrimonial, 
fraude o influencia indebida sobre personas vulnerables.
Estos instrumentos prevenir posibles situaciones de abuso económico o utilización indebida de los recursos de la perso-
na vulnerable, así como facilitar el intercambio de información en supuestos de riesgo y establecer pautas de actuación 
para las entidades financieras.
En este sentido, contemplan que las entidades bancarias puedan poner en conocimiento de las fiscalías territorial-
mente competentes aquellas situaciones que puedan comprometer la seguridad económica del titular, favoreciendo 
así la detección temprana y la activación de actuaciones de protección por parte del Ministerio Fiscal.
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7. �ORIENTACIONES PARA LA INTERVENCIÓN EN CASO DE SOSPECHA DE ABUSO FINANCIERO 
O MALTRATO ECONÓMICO

La detección de posibles situaciones de abuso financiero o maltrato económico hacia personas mayores exige una 
respuesta profesional prudente, proporcionada y coordinada, orientada a proteger el patrimonio y la seguridad eco-
nómica de la persona, garantizando al mismo tiempo el respeto a su autonomía y a su derecho a tomar decisiones 
sobre sus propios recursos.
Las entidades bancarias, notarías y servicios sociales ocupan una posición especialmente relevante en la detección 
temprana de este tipo de situaciones, dado que su actividad profesional les permite observar decisiones patrimonia-
les, movimientos económicos o actuaciones jurídicas que pueden revelar situaciones de vulnerabilidad o influencia 
indebida.
En este contexto, diversos instrumentos institucionales han subrayado la importancia de la colaboración entre enti-
dades financieras y autoridades para facilitar la identificación y comunicación de posibles abusos patrimoniales que 
afecten a personas en situación de vulnerabilidad.

7.1. PRINCIPIOS GENERALES DE INTERVENCIÓN
Las actuaciones profesionales ante posibles situaciones de abuso económico deberían regirse por los siguientes 
principios:

Respeto a la autonomía y voluntad de la persona
La persona mayor conserva el derecho a adoptar decisiones sobre su patrimonio y recursos económicos, incluso 
cuando dichas decisiones puedan resultar discutibles desde la perspectiva de terceros.
La intervención profesional debe orientarse a verificar que la decisión se adopta de forma libre, informada y sin pre-
siones externas.

Prevención de influencias indebidas
Como muchas situaciones de abuso económico se producen en el marco de relaciones de confianza, especialmente 
familiares o de cuidado, en las que pueden surgir situaciones de manipulación, presión o abuso de confianza, resulta 
necesario prestar especial atención a situaciones en las que puedan concurrir conflictos de interés o influencias 
indebidas en la toma de decisiones patrimoniales.

Proporcionalidad en la actuación
No toda operación inusual implica necesariamente una situación de abuso económico.
Las actuaciones profesionales deben basarse en una valoración razonada de los indicios detectados, evitando actua-
ciones precipitadas que puedan vulnerar derechos o generar conflictos innecesarios.

Coordinación institucional
La prevención y detección del abuso económico requiere una cooperación efectiva entre entidades financieras, Mi-
nisterio Fiscal, servicios sociales y autoridades judiciales, que permita activar los mecanismos de protección cuando 
resulte necesario.

7.2. �MARCO ÉTICO Y PROTECCIÓN DE DATOS 
Garantía de la confidencialidad. 

Se debe de buscar un equilibrio entre confidencialidad y deber de protección, puesto que la confidencialidad no es 
un principio absoluto: debe ponderarse con el deber de proteger a la persona mayor frente a situaciones de abuso.
En consecuencia, cuando exista un riesgo grave, la protección de la persona prevalece sobre la confidencialidad, pero 
la información debe compartirse de forma limitada, proporcional y justificada. En este sentido, las entidades deberían 
disponer de protocolos internos específicos y formar al personal en protección de datos y trato a personas vulnera-
bles, así como establecer canales seguros de comunicación interna.
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Autorización y Consentimiento informado. La correcta obtención del consentimiento informado en la operativa 
bancaria constituye un elemento esencial de protección frente al abuso económico de las personas mayores, espe-
cialmente en contextos de vulnerabilidad, dependencia o influencia de terceros.

El consentimiento informado debe entenderse como un proceso activo de verificación de la voluntad, y no como un 
mero trámite formal, como una garantía material de la autonomía de la persona, que permite verificar que las decisio-
nes económicas se adoptan de forma libre, consciente y sin presiones indebidas. 

Para que el consentimiento sea válido y eficaz, la persona debe recibir información clara sobre la naturaleza de la 
operación (retirada, transferencia, contratación, modificación de titularidad, etc.); sus consecuencias económicas y 
jurídicas y los riesgos asociados. La información debe adaptarse a las circunstancias de la persona, evitando tecnicis-
mos y asegurando su comprensión real. En caso de duda, el profesional debe extremar las precauciones y verificar la 
comprensión mediante preguntas sencillas.

Protección especial en caso de personas con mayores limitaciones en su capacidad y riesgo (Pausa Precau-
toria): Las entidades bancarias tienen el deber de demorar operaciones sospechosas para consulta jurídica ante 
indicios de coacción o malos tratos económicos. La aplicación de la pausa precautoria encuentra su fundamento en 
el deber de diligencia de las entidades financieras en la protección de sus clientes y la necesidad de prevenir actua-
ciones realizadas bajo coacción o influencia indebida. Los protocolos de colaboración entre la Fiscalía General del 
Estado y las entidades bancarias llaman a que estas adopten medidas de cautela ante situaciones que puedan revelar 
abusos económicos o insuficiencia de apoyos en la toma de decisiones.

Toda intervención debe cumplir con la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales y el Reglamento (UE) 2016/679 relativo a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos.

Legitimación: Los datos se tratan para proteger el interés vital del mayor, conforme a la normativa vigente, para dar 
cumplimiento a la Ley 12/2008 de Servicios Sociales de la CAPV.

7.3. ACTUACIÓN INICIAL ANTE INDICIOS DE POSIBLE ABUSO ECONÓMICO
Cuando un profesional detecte indicios compatibles con una posible situación de abuso económico, se recomienda 
adoptar las siguientes actuaciones iniciales:

Observación y verificación de la situación
Se pueden detectar este tipo de situaciones a partir del conocimiento de la operativa habitual de los clientes, lo que 
les permite identificar posibles movimientos anómalos o indicios de abuso patrimonial.

Comunicación directa con la persona mayor
Siempre que resulte posible, se recomienda mantener una conversación directa con la persona mayor en condiciones 
que garanticen la privacidad, evitando la presencia de terceros que puedan influir en su respuesta, para garantizar 
que se cumple su voluntad, deseos y preferencias en la decisión tomada.
Este contacto directo puede resultar fundamental para detectar situaciones de coacción, abuso de confianza o mani-
pulación emocional, frecuentes en los casos de abuso financiero intrafamiliar.

Verificación de los apoyos existentes en la toma de decisiones
Es conveniente comprobar si la persona cuenta con medidas formales o informales de apoyo, tales como poderes 
notariales preventivos; guarda de hecho; curatela u otras medidas judiciales de apoyo. 

Intervención notarial
La intervención notarial puede desempeñar un papel relevante en la detección del abuso económico, mediante el 
control de la capacidad y libertad en la prestación del consentimiento, que puede denotar posibles situaciones de 
influencia indebida. 
La función notarial actúa como un mecanismo preventivo de gran eficacia, especialmente en operaciones de especial 
trascendencia económica y puede derivar en el asesoramiento imparcial a la persona otorgante para la formalización 
de medidas voluntarias de apoyo o de protección patrimonial.
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7.4. �REGISTRO Y DOCUMENTACIÓN DE LA INCIDENCIA
Ante la existencia de indicios relevantes, resulta recomendable documentar internamente la situación observada.

La adecuada documentación de estas situaciones puede resultar esencial para facilitar posteriores actuaciones de 
protección o investigación.

7.5. �COMUNICACIÓN AL MINISTERIO FISCAL
Cuando existan indicios de abuso económico o de insuficiencia de las medidas de apoyo existentes, las entidades y 
los profesionales pueden poner los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal.

En este sentido, el artículo 42 bis -a)-3 de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria establece que “cual-
quier persona está facultada para poner en conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos que puedan ser determinantes 
de una situación que requiera la adopción judicial de medidas de apoyo. Las autoridades y funcionarios públicos que, 
por razón de sus cargos, conocieran la existencia de dichos hechos respecto de cualquier persona, deberán ponerlo en 
conocimiento del Ministerio Fiscal. En ambos casos, este iniciará el presente expediente”.

Igualmente, el Protocolo de colaboración entre la Fiscalía General del Estado y las asociaciones bancarias prevé me-
canismos de comunicación destinados a facilitar la identificación y traslado a las fiscalías territoriales de situaciones 
que puedan revelar abusos patrimoniales o influencias indebidas en la gestión económica de personas vulnerables.

La intervención del Ministerio Fiscal puede dar lugar, entre otras actuaciones, a:
- �la apertura de diligencias de investigación.
- �la promoción de medidas judiciales de apoyo a la capacidad jurídica.
- �la tramitación de medidas cautelares orientadas a proteger el patrimonio de la persona.

En supuestos de especial gravedad (por ejemplo, apropiación indebida, estafa o coacciones) o que requieran de es-
pecial urgencia, se puede formalizar directamente una denuncia ante las fuerzas y cuerpos de seguridad, o proceder 
a la puesta en conocimiento de la autoridad judicial.

7.6. �COORDINACIÓN CON SERVICIOS SOCIALES
En determinados supuestos, especialmente cuando concurren situaciones de dependencia, aislamiento social o vul-
nerabilidad, resulta oportuna la coordinación con los servicios sociales. La intervención de estos servicios permitirá 
valorar la situación personal y social de la persona afectada; detectar posibles situaciones de abuso intrafamiliar; y 
activar recursos de apoyo y protección. Los protocolos de intervención frente al maltrato a personas mayores subra-
yan la importancia de activar redes de apoyo sanitarias, sociales y jurídicas, con el fin de garantizar una respuesta 
integral frente a estas situaciones.

7.7. �CONTACTOS PRINCIPALES EN LA CAPV 
• �Emergencias (112 / Ertzaintza)

• �Llamar al 112 (SOS Deiak) o a la Ertzaintza (900 103 500) si hay violencia física, coacción inmediata o estafa flagrante.

Riesgo Social (Diputaciones Forales): Contactar con los Servicios Sociales de Base o el Servicio de Urgencia/ 
Valoración de la Diputación:
• �Álava (IFBS): 945 15 10 15
• �Bizkaia (Acción Social): 944 06 60 00
• �Gipuzkoa (Cuidados): 943 11 25 11

Medidas Jurídicas (Fiscalía de Mayores) en caso de tener que solicitar medidas de apoyo patrimonial:
• �Bilbao: 944 01 66 38 | Donostia: 943 00 07 40 | Vitoria-Gasteiz: 945 00 48 00.
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